	Fecha
	6 de setiembre de 1950
	Sesión número
	53

	Motivo: Amparo

	Recurrente: MIGUEL ANTONIO BLANCO MONTERO

	Amparado: SALOMÓN SCHYFFTER GRABSTEIN

	Recurrido: Municipalidad de San José, Ministerio de Gobernación

	Objeto del recurso: El recurrente impugna un acuerdo municipal confirmado por el Poder Ejecutivo, que estima expropiatorio.

	Respuesta del recurrido: El procedimiento seguido se ajusta a la ley vigente.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (no se acredita la lesión alegada). El Magistrado Ruiz da razones adicionales.


Nº 53
Sesión EXTRAOrdinaria de Corte Plena celebrada a las quince horas del día seis de setiembre de mil novecientos cincuenta, con asistencia inicial de los señores Magistrados Guardia (Presidente); Elizondo, Quirós, Ruiz, Ramírez, Iglesias, Aguilar, Ávila, Sánchez, Monge, Valle, Castillo, Trejos, Acosta, Fernández Porras y Gólcher.

Artículo Único
Se conoció del recurso de Amparo interpuesto por el licenciado MIGUEL ANTONIO BLANCO MONTERO, como apoderado del señor SALOMÓN SCHYFFTER GRABSTEIN, en el cual, en concreto, alega que la Municipalidad de San José tiene dictado un Acuerdo, que tal como lo aplica, es la negación más absoluta de la garantía constitucional establecida en el artículo 45, sea el acuerdo N° 2 de 29 de julio de 1949 que fija en dos metros veinticinco centímetros el ancho de las aceras de la Avenida Central. Que, con base en esa resolución, la Ingeniería Municipal se niega a conceder licencia de reconstrucción si el propietario del terreno no se aviene a sacrificar una valiosa faja de terreno para destinarla a usos públicos, sin pagar la indemnización correspondiente. Que por otro lado, dicho Acuerdo implica un decreto de expropiación que la Municipalidad ejecuta sin acatar los requisitos previos exigidos por el artículo 45 citado. Que su representado, con el fin de reconstruir dentro del alineamiento actual una propiedad suya, solicitó al Municipio la derogatoria de la disposición referida y que este, lejos de derogarlo, reiteró su decisión de invadir la propiedad privada sin miramientos de ninguna clase, según el Acuerdo N° 2, artículo 9°, de la sesión del 4 de abril último. Que recurrido este último acuerdo ante el Ministerio de Gobernación, fue confirmado por resolución del 13 de junio de este año, por lo cual el presente recurso debe entenderse interpuesto también contra la resolución del Ministerio.
Solicitados informes al Consejo Municipal y al Poder Ejecutivo, por medio del Ministerio de Gobernación, oportunamente fueron evacuados, y en síntesis la Municipalidad dijo que había procedido de acuerdo con la Ley de Construcciones N° 833 del 2 de noviembre de 1949, que en su artículo 18 la faculta para que “todo edificio que se construya o se reconstruya en lo sucesivo con frente a la vía pública, deberá sujetarse al alineamiento y al nivel oficial que fijará la Municipalidad”; que en consecuencia, la Municipalidad de acuerdo con la ley está perfectamente facultada para exigir en las nuevas construcciones la sujeción a la línea de construcción que fije la Ingeniería Municipal; de modo que la facultad del Municipio para proceder en la forma que lo ha hecho, no proviene del Acuerdo impugnado por el recurrente, sino de la Ley de Construcciones ya citada. Que de lo anterior se desprende, claramente, que se está en presencia del caso contemplado en el artículo 3°, inciso a) de la Ley de Amparo, que establece que no procede el recurso contra disposiciones legislativas, razón por la cual éste debe rechazarse.
El señor Ministro de Gobernación, también en síntesis, manifestó que el recurso no procedía de acuerdo con el inciso d) del artículo 3° que rige la materia, por no haber agotado los recursos que la ley establece contra las resoluciones de esta clase, desde luego que de acuerdo con el artículo 4° de la Ley en que se adiciona la de Organización Municipal de 10 de setiembre de 1925, no se agotó el recurso contencioso-administrativo de conformidad con la Ley Orgánica del Poder Judicial.
Previa la deliberación respectiva, se resolvió: declarar sin lugar el recurso, de conformidad con el artículo 3°, inciso a) de la Ley de Amparo, N° 1161 del 2 de junio último, en atención a que el Acuerdo Municipal impugnado en definitiva, o sea el N° 18 de 4 de abril del año en curso, fue dictado con apoyo en el Decreto Ley N° 833 de 2 de noviembre de 1949, que autoriza al Municipio para fijar el alineamiento al cual deberán sujetarse quienes construyan en terrenos situados frente a vía pública y, por lo mismo, no puede ser materia de amparo una vez que aquel se funda en una disposición legislativa.
El Magistrado Ruiz también declaró sin lugar el recurso, por cuanto las resoluciones administrativas contra las cuales se interpone tienen respaldo en la Ley N° 833 de 2 de noviembre de 1949 y, en consecuencia, no pueden ser violatorias de la garantía constitucional que invoca, ya que el artículo 45 de la Carta Política vigente la supedita a las limitaciones legales impuestas por el interés social; por otra parte, la disposición de la Municipalidad sobre alineamiento de las construcciones frente a vías públicas, de conveniencia social indiscutible, y que por lo antes expuesto no resulta arbitraria, por sí misma no implica despojo, ni es injusta puesto que no priva a los dueños de los predios afectados de sus derechos de indemnización correspondiente, sobre la porción de terreno que por esa causa deban abandonar al servicio comunal.
